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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]REQUISITOS HABILITANTES – Capacidad financiera – Autonomía de la entidad 

Los requisitos habilitantes se definen como exigencias de participación en los procedimientos de selección, establecidos en disposiciones normativas, de carácter legal o reglamentario, o contenidas en el acto administrativo que regula las reglas de la convocatoria, es decir, en el pliego de condiciones o el documento equivalente a este. Se diferencian de los criterios de evaluación –también conocidos como criterios de calificación– en que estos son los factores definidos por la Entidad Estatal para la asignación de puntaje en el momento de la comparación de las ofertas, y que, a partir de su ponderación, permiten establecer el orden de elegibilidad y, por ende, la propuesta ganadora. 

A partir de lo dicho se deduce que los requisitos habilitantes, si bien constituyen obligaciones que los proponentes deben cumplir y acreditar para participar en el procedimiento de selección, no se valoran con un puntaje que determine el orden de escogencia, sino que se analizan como criterios previos a la evaluación en sentido estricto, de manera que quienes no los reúnan no pueden continuar en el procedimiento de selección, o sea, incurren en causal de rechazo. Esto sin perjuicio del derecho que tienen los oferentes de subsanar los defectos que se presenten en la prueba de tales requisitos, de conformidad con el artículo 5, parágrafos 1º al 4º, de la Ley 1150 de 2007.

CAPACIDAD FINANCIERA – Definición – Indicadores

Ahora bien, dentro de los requisitos habilitantes se destaca la capacidad financiera, la cual se deriva del comportamiento contable de la empresa, su liquidez y endeudamiento, para determinar que sus recursos y solidez financiera le permita cumplir los compromisos que adquiera. Como explica esta Agencia en el Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los procesos de contratación: “Los indicadores de capacidad financiera buscan establecer unas condiciones mínimas que reflejan la salud financiera de los proponentes a través de su liquidez y endeudamiento. Estas condiciones muestran la aptitud del proponente para cumplir oportuna y cabalmente el objeto del contrato”. La Entidad Estatal, como responsable de la estructuración de su procedimiento de selección, es autónoma para determinar la capacidad financiera necesaria de acuerdo con el objeto contractual que se pretende satisfacer, no obstante, en atención a lo dispuesto en el artículo 2.2.1.1.1.6.2 del Decreto 1082 de 2015, debe ser establecida con sustento en el estudio del sector y sus componentes como la identificación de riesgos, el mercado y precio del bien, obra o servicio a contratar.

Según el artículo 2.2.1.1.1.5.3. del Decreto 1082 de 2015, el RUP contempla como indicadores de capacidad financiera los siguientes: i) el índice de liquidez, que corresponde a la división entre el activo corriente y el pasivo corriente, y que determina la capacidad que tiene el proponente para cumplir con sus obligaciones de corto plazo; ii) el índice de endeudamiento, que se calcula dividiendo el pasivo total por el activo total, el cual determina el grado de endeudamiento en la estructura de financiación del proponente; y iii) la razón de cobertura de intereses, que es igual a la utilidad operacional, sobre los gastos de intereses, y que refleja la capacidad del proponente para cumplir con sus obligaciones financieras. En torno a este último indicador, es pertinente señalar que es diseñado para medir la capacidad del proponente para atender sus obligaciones financieras, al evaluar cuántas veces la utilidad operacional cubre los gastos por intereses. 

UTILIDAD OPERACIONAL – Definición - Razón de Cobertura de Interés

La utilidad operacional no puede equipararse ni confundirse con los conceptos como utilidad del ejercicio, utilidad neta o utilidad líquida, ya que cada uno de estos refleja momentos y componentes distintos dentro del resultado financiero de una organización. La utilidad operacional se limita al desempeño de la actividad principal de la entidad, es decir, al resultado que se obtiene de confrontar los ingresos derivados del objeto social con los costos y gastos directamente asociados a su operación. Tal como lo menciona Héctor Ortiz Anaya, la utilidad operacional “es el resultado de restar de la utilidad bruta los gastos de administración y ventas. Indica la utilidad propia del negocio al cual se dedica la empresa”. Esta constituye un indicador financiero objetivo que refleja la capacidad de una empresa para generar beneficios económicos a partir de su actividad principal o giro ordinario de negocios. Desde la perspectiva del análisis financiero, la utilidad operacional constituye un indicador importante porque permite depurar el resultado empresarial de los efectos del endeudamiento de los hechos ajenos al giro ordinario, constituyéndose en un reflejo de la forma en la que una empresa administra sus recursos productivos. 

La utilidad operacional constituye un insumo clave para la lectura integral del desempeño institucional, en tanto sirve de base para calcular un indicador que permiten evaluar la capacidad financiera. A partir de este resultado es posible determinar, por ejemplo, la razón de cobertura de intereses, que mide la solvencia para atender obligaciones financieras. En todo caso, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente recomienda valorar otro tipo de indicadores dentro de la capacidad financiera como el capital de trabajo, la razón de efectivo, la denominada prueba ácida, la concentración de endeudamiento a corto y a largo plazo y el patrimonio.

CAPACIDAD ORGANIZACIONAL – Utilidad operacional – Renta del activo – Renta del Patrimonio

La utilidad operacional también cumple un papel determinante dentro de los indicadores que miden la capacidad organizacional, pues constituye la variable central en dos de sus métricas fundamentales: a) Rentabilidad del patrimonio, calculada a partir de la utilidad operacional dividida por el patrimonio, lo que permite establecer el nivel de excedentes generados con relación a los recursos propios de la entidad; b) Rentabilidad del activo, obtenida de la utilidad operacional dividida por el activo total, indicador que muestra la eficiencia con la que la organización utiliza todos sus recursos para producir resultados operativos.

Para comprender la lógica de la capacidad organizacional, es necesario partir de su definición normativa. Esta se entiende por el Manual como “[…] la aptitud de un proponente para cumplir oportuna y cabalmente el objeto del contrato en función de su organización interna. El artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 definió los indicadores de rentabilidad para medirla, teniendo en cuenta que un oferente está bien organizado cuando es rentable”. En consecuencia, la capacidad organizacional se evalúa a partir de la eficiencia con la que la entidad transforma sus recursos —patrimonio y activos— en resultados operativos positivos, evidenciando solidez interna, adecuada gestión y sostenibilidad en su operación. En esta línea, el numeral 5.1. del “Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los procesos de contratación”.

ENTIDADES SIN ÁNIMO DE LUCRO – Sin ánimo de lucro – Utilidad operacional 

En este sentido, aunque no es viable sustituir los indicadores del Decreto 1082 por lo regulado en el Decreto 092, sí es posible que la entidad contratante seleccione, dentro del marco del régimen general, aquellos indicadores que resulten pertinentes, proporcionales y adecuados para evaluar la capacidad financiera y la capacidad organizacional de los proponentes, evitando exigir aquellos cuya metodología dependa de la utilidad operacional cuando ello no sea relevante para el objeto contractual o cuando genere exclusiones injustificadas, como puede ocurrir con el caso de las ESAL, las cuales se caracterizan por no tener un ánimo de lucro. En este sentido, el elemento característico de estas entidades es la ausencia de lucro, el cual está relacionado con que no haya una distribución o reparto de utilidades a sus miembros. 

La ausencia de ánimo de lucro implica que la utilidad operacional en las ESAL no se caracteriza por ser positiva; por el contrario, suele ser nula o incluso negativa. En este contexto, la entidad estatal puede optar por indicadores acordes con la naturaleza jurídica del proponente, tales como el índice de liquidez, el índice de endeudamiento, el capital de trabajo, la razón de efectivo, la concentración del endeudamiento a corto y largo plazo y el patrimonio, evitando supeditar la evaluación exclusivamente a indicadores de la capacidad financiera y capacidad organizacional que dependan de la utilidad operacional como variable.

La alternativa para evitar la exclusión de las ESAL no consiste en establecer criterios diferenciales para estas sin un soporte legal, sino en estructurar adecuadamente los requisitos habilitantes, seleccionando aquellos que permitan evaluar objetivamente la capacidad financiera y la capacidad organizacional de todos los participantes del mercado. La entidad debe justificar la pertinencia de los indicadores escogidos, demostrar su relación con los riesgos del contrato y garantizar que no generen barreras de acceso injustificadas. De esta manera, se armoniza el régimen general de contratación con los principios de igualdad, libre concurrencia, pluralidad de oferentes y selección objetiva, evitando decisiones que no atiendan a criterios de proporcionalidad y razonabilidad.  


CAPACIDAD FINANCIERA – Razón de cobertura de interés

De esta manera, se evidencia que, en indicadores como la razón de cobertura, es posible obtener resultados incomprensibles cuando el denominador es igual a cero, lo que podría dar lugar a que el resultado sea indeterminado. Así, debido a que la normativa de contratación pública no regula los casos donde el indicador sea indeterminado, la entidad estatal, como responsable de su proceso de contratación, debe definir en los pliegos de condiciones una regla que determine el cumplimiento de los requisitos habilitantes en estos casos. En tal sentido, la entidad debe fijar umbrales razonables y reglas para casos en los que los indicadores sean indeterminados, como cuando el denominador es cero. Esto garantiza que la evaluación no excluya automáticamente a entidades que, por su naturaleza jurídica, no tienen gastos financieros y que no cuentan con una utilidad operacional. Bajo esta lógica, se afirma que la solución consiste en estructurar adecuadamente los requisitos habilitantes garantizando que no generen barreras de acceso injustificadas, armonizando así los principios de igualdad, libre concurrencia y selección objetiva.
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Respuesta a consulta con radicados No. 1_2026_07_02_008846 y 1_2026_07_02_008847 (acumulados) 


	


Estimada Señora Angela: 

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde las solicitudes de consulta del 2 de julio de 2026, en la cual manifiesta: 

“Primero. El artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 contempla, para efectos de la evaluación de la capacidad financiera y la capacidad organizacional, los indicadores de rentabilidad del patrimonio (ROE),
rentabilidad del activo (ROA) y razón de cobertura de intereses, los cuales dependen de la utilidad o de la utilidad operacional del proponente. Por su parte, la doctrina expedida por esa Agencia para los procesos regulados por el Decreto 092 de 2017 reconoce que la evaluación de la capacidad financiera de las entidades sin ánimo de lucro puede requerir metodologías acordes con su naturaleza jurídica y financiera.
¿Resulta jurídicamente viable que, en procesos sometidos al régimen general de contratación estatal, las entidades estatales sustituyan, exclusivamente para las entidades sin ánimo de lucro, los indicadores cuya
metodología depende de la utilidad o de la utilidad operacional por los indicadores o metodologías propuestos por esa Agencia para los procesos regulados por el Decreto 092 de 2017, cuando el estudio del sector demuestre que la aplicación de los primeros genera la exclusión sistemática de las ESAL que hacen parte del mercado relevante?
Segundo. En caso de considerar que dicha sustitución no resulta jurídicamente viable, ¿qué alternativa jurídica tienen las entidades estatales para evitar la exclusión sistemática de las entidades sin ánimo de lucro que hacen parte del mercado relevante, cuando dicha exclusión obedece a la aplicación de indicadores cuya metodología depende de la utilidad o de la utilidad operacional y no a una insuficiente capacidad para ejecutar el contrato?
Tercero. ¿Considera esa Agencia que la exclusión sistemática de las entidades sin ánimo de lucro derivada de la aplicación de indicadores cuya metodología responde a un modelo económico propio de las entidades con ánimo de lucro resulta compatible con la finalidad prevista en el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 y con los principios de igualdad material, selección objetiva, libre concurrencia y pluralidad de oferentes?
Cuarto. En caso de considerar que no es jurídicamente viable sustituir dichos indicadores ni establecer metodologías diferenciadas para las entidades sin ánimo de lucro, ¿cómo debe estructurar una entidad estatal
los requisitos habilitantes en aquellos mercados donde concurren simultáneamente sociedades comerciales y entidades sin ánimo de lucro, de manera que los indicadores permitan evaluar objetivamente la capacidad financiera de ambos tipos de entidades sin producir la exclusión sistemática de las ESAL?”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes, la Agencia procede a resolver los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Es procedente que, en los procesos sometidos al régimen general de contratación estatal, las entidades públicas sustituyan —exclusivamente para las entidades sin ánimo de lucro (ESAL)— los indicadores basados en utilidad operacional previstos en el Decreto 1082 de 2015, por metodologías alternativas diseñadas para el Decreto 092 de 2017?; ii) ¿qué mecanismos normativos, metodológicos o de estructuración contractual pueden emplear las entidades estatales para evitar la exclusión sistemática de las ESAL en los procesos de selección, cuando no obedece a una insuficiente capacidad para ejecutar el contrato, sino a la aplicación de indicadores diseñados para otro tipo de entidades?; iii) ¿cómo deben estructurarse los requisitos habilitantes en mercados donde concurren sociedades comerciales y ESAL, de manera que los indicadores permitan evaluar de forma objetiva la capacidad financiera de ambos tipos de entidades sin generar exclusiones injustificadas?

II. Respuesta:

	En cuanto a los problemas jurídicos, objeto de consulta, se señala lo siguiente:
i. En relación con el primer problema jurídico, se precisa que no es procedente que las entidades sometidas al régimen general de contratación estatal sustituyan, únicamente para las ESAL, los indicadores basados en una de las variables, como es la utilidad operacional previstos en el Decreto 1082 de 2015 por metodologías diseñadas para el Decreto 092 de 2017. De acuerdo con las razones de la respuesta se detalla que la sustitución de los indicadores no es procedente en los procesos sometidos al régimen general, porque los parámetros del Decreto 092 responden a un régimen especial de contratación con ESAL y no pueden trasladarse automáticamente al régimen general. Esta prohibición se fundamenta en la necesidad de preservar la selección objetiva y la igualdad de trato entre todos los proponentes, independiente de la forma organizativa, ya sea ESAL, Mipymes o cualquier otra.
La razón de fondo es que el Decreto 092 de 2017 fue concebido para un régimen excepcional, con reglas diferenciadas y finalidades específicas, mientras que el Decreto 1082 de 2015 estructura los requisitos habilitantes aplicables a todos los oferentes del mercado en el sistema de compras públicas. Por ello, aplicar metodologías alternativas solo para las ESAL implicaría introducir un trato preferencial sin soporte legal, lo cual vulneraría los principios de igualdad y libre concurrencia. En este aspecto, no pueden trasladarse automáticamente al régimen general, que se rige por parámetros distintos. 
Adicionalmente, conviene precisar que el Decreto 092 de 2017 no contempla, en sentido estricto, una metodología de acreditación de capacidad financiera equiparable o sustituible por la del Decreto 1082 de 2015. La contratación que dicho decreto reglamenta —autorizada por el inciso segundo del artículo 355 de la Constitución Política— no se estructura sobre requisitos habilitantes verificados a través del RUP, sino sobre la acreditación de la condición de "reconocida idoneidad" de la entidad sin ánimo de lucro, la cual se verifica mediante su registro en el SECOP y la acreditación de indicadores de idoneidad, experiencia, eficacia, eficiencia, economía y manejo del Riesgo definidos por la propia entidad estatal, conforme al artículo 9.° del Decreto 092 de 2017. Se trata, entonces, no solo de dos regímenes distintos, sino de dos lógicas de verificación categorialmente distintas: una construida sobre razones financieras contables (Decreto 1082) y otra sobre la idoneidad institucional y misional de la ESAL (Decreto 092). Por esta razón adicional —y no solo por tratarse de "regímenes distintos"— no existe un parámetro homologable que la entidad pueda "sustituir" dentro del régimen general.
Por tanto, las entidades estatales no pueden reemplazar los indicadores basados en utilidad operacional únicamente para las ESAL, ni adoptar metodologías del Decreto 092 como si fueran equivalentes o intercambiables. La solución no está en crear regímenes paralelos, sino en estructurar adecuadamente los requisitos habilitantes dentro del marco del Decreto 1082 de 2015, seleccionando indicadores pertinentes y proporcionales que no generen exclusiones injustificadas, teniendo en cuenta las particularidades del contrato. 
Debe precisarse que esta conclusión no varía aun cuando el estudio del sector realizado por la entidad demuestre, con evidencia empírica, que la aplicación de los indicadores basados en utilidad operacional genera la exclusión sistemática de las ESAL que hacen parte del mercado relevante. En tal escenario, el estudio del sector no habilita a la entidad a acudir a las metodologías del Decreto 092 de 2017, pero sí la obliga —en aplicación del artículo 2.2.1.1.1.6.2 del Decreto 1082 de 2015— a recalibrar, dentro del régimen general, los indicadores y umbrales de capacidad financiera y organizacional que exigirá en el proceso de contratación, en los términos que se desarrollan en la respuesta al segundo problema jurídico. 
ii. En relación con el segundo problema jurídico, se señala que la alternativa jurídica para evitar la exclusión sistemática de las ESAL no consiste en crear criterios diferenciados sin soporte legal, sino en estructurar adecuadamente los requisitos habilitantes dentro del régimen general. En particular, se destaca que el artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 no obliga a exigir todos los indicadores del RUP en cada proceso, lo cual permite seleccionar aquellos que sean pertinentes para el objeto contractual. En tal sentido, una cosa es la información que debe certificar el RUP y otra, distinta, los elementos de capacidad financiera que la entidad decide establecer para efectos de verificación de requisitos.
Las entidades pueden evitar exclusiones injustificadas seleccionando indicadores que no dependan de la utilidad operacional cuando esta variable no resulta pertinente para el objeto y particularidades del proceso de contratación. Ello es especialmente relevante en el caso de las ESAL, que por sus características propias no se orientan al ánimo de lucro y, en consecuencia, no reflejan utilidad operacional en sus estados financieros. En este aspecto, se plantea alternativas como el índice de liquidez, el índice de endeudamiento, el capital de trabajo, y el patrimonio, que permiten evaluar la capacidad financiera sin depender solo de la utilidad operacional. Esto se complementa con la obligación de justificar técnicamente la pertinencia de los indicadores y su relación con los riesgos del contrato.
Asimismo, el Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes, exige que las entidades definan reglas para casos en los que los indicadores resulten indeterminados, como cuando el denominador es cero. En el caso de la razón de cobertura de intereses, las razones de la respuesta exponen que la regla puede ser que el proponente que no tiene obligaciones financieras resulta habilitado. Este tipo de reglas evita excluir ESAL que, por su naturaleza, no tengan obligaciones financieras y por lo general no cuente con utilidad operacional, garantizando una evaluación objetiva y proporcional.
iii. En referencia al tercer problema jurídico, se expone que en mercados donde concurren todo tipo de formas organizativas –sociedades, ESAL, entre otros– los requisitos habilitantes deben estructurarse con base en criterios objetivos, proporcionales y relacionados con los riesgos del contrato. En cuanto a la compatibilidad de la exclusión sistemática de las ESAL con el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 y con los principios de igualdad material, selección objetiva, libre concurrencia y pluralidad de oferentes planteada en la consulta, la Agencia precisa que dicha exclusión, cuando obedece exclusivamente a la aplicación mecánica de indicadores diseñados a partir de un modelo económico ajeno a la naturaleza de las ESAL —y no a una insuficiencia real de su capacidad para ejecutar el contrato—, resulta incompatible con dichos principios. La igualdad que protege el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 no se agota en la igualdad formal de imponer a todos los proponentes las mismas fórmulas financieras: exige, conforme a la igualdad material reconocida en el artículo 13 de la Constitución Política y desarrollada por la jurisprudencia constitucional, que los requisitos habilitantes midan realmente la aptitud de cada proponente para ejecutar el contrato, sin introducir barreras ajenas a su capacidad real. En consecuencia, la respuesta a la exclusión sistemática no es la creación de un régimen diferenciado sin soporte legal para las ESAL —lo que sí vulneraría la igualdad formal y la libre concurrencia—, sino la selección de indicadores objetivos y proporcionales que sean igualmente idóneos para medir la capacidad financiera y organizacional de cualquier forma organizativa, preservando así, junto con la selección objetiva, la pluralidad de oferentes que exige el sistema de compra pública. Ello se desarrolla a continuación. En esta línea, los indicadores deben fijarse en función de las características del contrato, como su naturaleza, valor, plazo y complejidad, evitando su aplicación mecánica. Esto implica que la entidad debe analizar el mercado relevante y seleccionar indicadores que midan realmente la capacidad financiera de cualquier tipo de proponente.
La entidad puede optar por indicadores que no dependan solo de la utilidad operacional cuando esta variable no sea adecuada para evaluar la capacidad de los diferentes proponentes, independiente de su naturaleza y forma organizativa. En tal sentido, es posible escoger indicadores como liquidez, endeudamiento, capital de trabajo, o patrimonio, siempre que sean pertinentes y proporcionales. La clave es que los indicadores permitan evaluar de manera objetiva la capacidad financiera de todos los participantes, sin generar exclusiones injustificadas ni barreras de acceso que no respondan a las particularidades del contrato, como puede presentarse en el caso de las ESAL que por sus particularidades no tienen lucro, y por ende, su utilidad operacional no es positiva.
Finalmente, la entidad debe fijar umbrales razonables y reglas para casos en los que los indicadores sean indeterminados, como cuando el denominador es cero. Esto garantiza que la evaluación no excluya automáticamente a entidades que, por su naturaleza jurídica, no generan utilidad operacional o no tienen gastos financieros. Bajo esta lógica, se afirma que la solución consiste en estructurar adecuadamente los requisitos habilitantes garantizando que no generen barreras de acceso injustificadas, armonizando así los principios de igualdad, libre concurrencia y selección objetiva.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. Los requisitos habilitantes se definen como exigencias de participación en los procedimientos de selección, establecidos en disposiciones normativas, de carácter legal o reglamentario, o contenidas en el acto administrativo que regula las reglas de la convocatoria, es decir, en el pliego de condiciones o el documento equivalente a este. Se diferencian de los criterios de evaluación –también conocidos como criterios de calificación– en que estos son los factores definidos por la Entidad Estatal para la asignación de puntaje en el momento de la comparación de las ofertas, y que, a partir de su ponderación, permiten establecer el orden de elegibilidad y, por ende, la propuesta ganadora. 
A partir de lo dicho se deduce que los requisitos habilitantes, si bien constituyen obligaciones que los proponentes deben cumplir y acreditar para participar en el procedimiento de selección, no se valoran con un puntaje que determine el orden de escogencia, sino que se analizan como criterios previos a la evaluación en sentido estricto, de manera que quienes no los reúnan no pueden continuar en el procedimiento de selección, o sea, incurren en causal de rechazo. Esto sin perjuicio del derecho que tienen los oferentes de subsanar los defectos que se presenten en la prueba de tales requisitos, de conformidad con el artículo 5, parágrafos 1º al 4º, de la Ley 1150 de 2007.
El mencionado artículo dispone que se considera “objetiva la selección en la cual la escogencia se haga al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva”. En ese contexto, los factores de escogencia y calificación que establezcan las entidades en los pliegos de condiciones o sus documentos equivalentes deberán tener en cuenta, entre otras cuestiones, los criterios establecidos en dicha disposición. Específicamente, el numeral 1º del artículo referido establece que en los procesos de selección de contratistas serán objeto de verificación, como requisitos habilitantes, entre otros, los siguientes: i) la capacidad jurídica; ii) la experiencia; iii) la capacidad financiera y iv) la capacidad de organización. En efecto, la normativa citada prescribe:
“Artículo 5. De la Selección Objetiva. 
[…]
1. La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad financiera y de organización de los proponentes serán objeto de verificación de cumplimiento como requisitos habilitantes para la participación en el proceso de selección y no otorgarán puntaje, con excepción de lo previsto en el numeral 4 del presente artículo. La exigencia de tales condiciones debe ser adecuada y proporcional a la naturaleza del contrato a suscribir y a su valor. La verificación documental de las condiciones antes señaladas será efectuada por las Cámaras de Comercio de conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la presente ley, de acuerdo con lo cual se expedirá la respectiva certificación”.

Una vez fijados los requisitos habilitantes por la Entidad Estatal, quienes presenten ofertas deben acreditar que cumplen con los mismos, pues, en el evento contrario, las propuestas deberán rechazarse. El ente encargado de verificar el cumplimiento por parte de los proponentes sobre los requisitos que haya considerado la entidad como habilitantes será la Cámara de Comercio, esto en la medida en que, mediante el Registro Único de Proponentes –RUP[footnoteRef:1]–, se pondrá de presente toda la información relacionada con la experiencia, capacidad jurídica, capacidad financiera y organizacional, así como la clasificación del proponente.  [1:  Ley 1150 de 2007: “Artículo 6. Todas las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras domiciliadas o con sucursal en Colombia, que aspiren a celebrar contratos con las entidades estatales, se inscribirán en el Registro Único de Proponentes del Registro Único Empresarial de la Cámara de Comercio con jurisdicción en su domicilio principal.
No se requerirá de este registro, ni de clasificación, en los casos de contratación directa; contratos para la prestación de servicios de salud; contratos de mínima cuantía; enajenación de bienes del Estado; contratos que tengan por objeto la adquisición de productos de origen o destinación agropecuaria que se ofrezcan en bolsas de productos legalmente constituidas; los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta y los contratos de concesión de cualquier índole. En los casos anteriormente señalados, corresponderá a las entidades contratantes cumplir con la labor de verificación de las condiciones de los proponentes.
En dicho registro constará la información relacionada con la experiencia, capacidad jurídica, financiera y de organización del proponente y su clasificación”.] 

El artículo 6 de la Ley 1150 de 2007, que regula los sujetos que deben inscribirse en el RUP, señaló que deben hacerlo las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras que tengan domicilio o sucursal en el país. Estas personas tienen la obligación de registrarse en el RUP, en dos casos: a) cuando pretendan celebrar contratos estatales y b) si el procedimiento de contratación es de aquellos en los cuales no se exceptúa el RUP, de acuerdo con el inciso segundo del artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 –contratación directa, contratos para la prestación de servicios de salud, contratos de mínima cuantía, entre otros puestos de presente por la norma–. De esto, se desprende que las personas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia que pretendan celebrar contratos con el Estado colombiano no están obligadas a inscribirse en el RUP, puesto que, tratándose de proponentes extranjeros la norma únicamente señala como obligados a quienes tengan domicilio o sucursal en el país. En consecuencia, este tipo de proponentes extranjeros deberán acreditar la experiencia y los demás requisitos habilitantes exigidos en los procesos de selección de contratación pública en los que participen mediante la presentación de los documentos que cumplan con los requisitos de validez dispuestos por la ley y el pliego de condiciones que haya determinado previamente la Entidad Estatal, para que sirvan de prueba, y la Entidad Estatal deberá realizar una verificación directa del cumplimiento de los requisitos habilitantes.
Ahora bien, dentro de los requisitos habilitantes se destaca la capacidad financiera, la cual se deriva del comportamiento contable de la empresa, su liquidez y endeudamiento, para determinar que sus recursos y solidez financiera le permita cumplir los compromisos que adquiera. Como explica esta Agencia en el Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los procesos de contratación: “Los indicadores de capacidad financiera buscan establecer unas condiciones mínimas que reflejan la salud financiera de los proponentes a través de su liquidez y endeudamiento. Estas condiciones muestran la aptitud del proponente para cumplir oportuna y cabalmente el objeto del contrato”[footnoteRef:2]. La Entidad Estatal, como responsable de la estructuración de su procedimiento de selección, es autónoma para determinar la capacidad financiera necesaria de acuerdo con el objeto contractual que se pretende satisfacer, no obstante, en atención a lo dispuesto en el artículo 2.2.1.1.1.6.2 del Decreto 1082 de 2015, debe ser establecida con sustento en el estudio del sector[footnoteRef:3] y sus componentes como la identificación de riesgos, el mercado y precio del bien, obra o servicio a contratar[footnoteRef:4]. [2:  Ibídem.]  [3:  Para la realización de los respectivos análisis del sector de los Procesos de Contratación, esta Agencia recomienda tener en cuenta la última modificación de la “Guía de Elaboración de Estudios del Sector”, que puede ser consultada en el siguiente link: https://r.search.yahoo.com/_ylt=AwrjixDCxn1qbQIA7Fmrcgx.;_ylu=Y29sbwNiZjEEcG9zAzEEdnRpZAMEc2VjA3Ny/RV=2/RE=1787837379/RO=10/RU=https%3a%2f%2fcolombiacompra.gov.co%2fwp-content%2fuploads%2f2025%2f08%2fGuia-para-la-elaboracion-de-estudios-del-sector-Original-Firmado.pdf/RK=2/RS=m1icBF6BNGeK1Dub.gqhy6DTMkM- ]  [4:  Decreto 1082 de 2015: “Artículo 2.2.1.1.1.6.2. Determinación de los Requisitos Habilitantes. La Entidad Estatal debe establecer los requisitos habilitantes en los pliegos de condiciones o en la invitación, teniendo en cuenta: (a) el Riesgo del Proceso de Contratación; (b) el valor del contrato objeto del Proceso de Contratación; (c) el análisis del sector económico respectivo; y (d) el conocimiento de fondo de los posibles oferentes desde la perspectiva comercial. La Entidad Estatal no debe limitarse a la aplicación mecánica de fórmulas financieras para verificar los requisitos habilitantes”.] 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 5, numeral 1 de la Ley 1150 de 2007 y 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015, por regla general, la acreditación del requisito habilitante de capacidad financiera se realiza mediante el RUP. En atención a esto, para los tramites de inscripción, renovación y actualización el numeral 2.3 del artículo 2.2.1.1.1.5.2 del Decreto 1082 de 2015 exige la presentación de los “Estados financieros de la sociedad y los estados financieros consolidados del grupo empresarial, cuando la norma aplicable lo exige, auditados con sus notas […]”, además de unos anexos dirigidos a servir de medio de verificación de la salud financiera de los proponentes[footnoteRef:5]. De este modo, lo que se verifica con el registro es que el proponente cumpla con los indicadores financieros solicitados por la entidad para medir la capacidad financiera requerida para el procedimiento de selección.  [5:  Decreto 1082 de 2015: “Artículo 2.2.1.1.1.5.2. Información para inscripción, renovación o actualización. El interesado debe presentar a cualquier cámara de comercio del país una solicitud de registro, acompañada de la siguiente información. La cámara de comercio del domicilio del solicitante es la responsable de la inscripción, renovación o actualización correspondiente: 
[…]
2.3. Estados financieros de la sociedad y los estados financieros consolidados del grupo empresarial, cuando la norma aplicable lo exige, auditados con sus notas y los siguientes anexos, suscritos por el representante legal y el revisor fiscal, si la persona jurídica está obligada a tenerlo, o suscritos por el representante legal y el auditor o contador si la persona jurídica no está obligada a tener revisor fiscal: 
I. Principales cuentas detalladas del balance general. 
II. Principales cuentas del estado de pérdidas y ganancias. 
III. Cuentas contingentes deudoras y acreedoras. 
Si el interesado no tiene antigüedad suficiente para tener estados financieros auditados a 31 de diciembre, debe inscribirse con estados financieros de corte trimestral, suscritos por el representante legal y el auditor o contador o estados financieros de apertura[...]”  ] 

Según el artículo 2.2.1.1.1.5.3. del Decreto 1082 de 2015, el RUP contempla como indicadores de capacidad financiera los siguientes: i) el índice de liquidez, que corresponde a la división entre el activo corriente y el pasivo corriente, y que determina la capacidad que tiene el proponente para cumplir con sus obligaciones de corto plazo; ii) el índice de endeudamiento, que se calcula dividiendo el pasivo total por el activo total, el cual determina el grado de endeudamiento en la estructura de financiación del proponente; y iii) la razón de cobertura de intereses, que es igual a la utilidad operacional, sobre los gastos de intereses, y que refleja la capacidad del proponente para cumplir con sus obligaciones financieras. En torno a este último indicador, es pertinente señalar que es diseñado para medir la capacidad del proponente para atender sus obligaciones financieras, al evaluar cuántas veces la utilidad operacional cubre los gastos por intereses. 
En este aspecto, cobra relevancia la utilidad operacional, el cual es un concepto financiero que se refiere al resultado económico obtenido por una entidad como consecuencia directa de su actividad ordinaria, antes de considerar ingresos o gastos de naturaleza no operativa, financieros o extraordinarios. Las cámaras de comercio suelen entender esta categoría como el indicador que refleja la eficiencia de la operación principal de la empresa, al medir la capacidad de generar excedentes a partir de su objeto social, sin incorporar elementos ajenos al giro normal del negocio. 
En términos prácticos, la utilidad operacional se determina comparando los ingresos generados por la actividad ordinaria con los costos y gastos necesarios para desarrollarla. Así, se obtiene al sumar la totalidad de los ingresos operacionales y restar los costos y gastos propios de la actividad, conforme a la siguiente fórmula: Utilidad Operacional = Ingresos Totales – Costos y Gastos de la Actividad. Este indicador es clave para el análisis financiero, la toma de decisiones y la planeación estratégica, ya que evidencia la capacidad de la entidad para generar valor a partir de su operación ordinaria, identificar brechas de eficiencia y orientar acciones de mejora continua.
La utilidad operacional no puede equipararse ni confundirse con los conceptos como utilidad del ejercicio, utilidad neta o utilidad líquida, ya que cada uno de estos refleja momentos y componentes distintos dentro del resultado financiero de una organización. La utilidad operacional se limita al desempeño de la actividad principal de la entidad, es decir, al resultado que se obtiene de confrontar los ingresos derivados del objeto social con los costos y gastos directamente asociados a su operación. Tal como lo menciona Héctor Ortiz Anaya, la utilidad operacional “es el resultado de restar de la utilidad bruta los gastos de administración y ventas. Indica la utilidad propia del negocio al cual se dedica la empresa”[footnoteRef:6]. Esta constituye un indicador financiero objetivo que refleja la capacidad de una empresa para generar beneficios económicos a partir de su actividad principal o giro ordinario de negocios. Desde la perspectiva del análisis financiero, la utilidad operacional constituye un indicador importante porque permite depurar el resultado empresarial de los efectos del endeudamiento de los hechos ajenos al giro ordinario, constituyéndose en un reflejo de la forma en la que una empresa administra sus recursos productivos.  [6:  ORTÍZ ANAYA, Héctor. Análisis financiero aplicado y principios de administración financiera, 14.ª ed. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2006. p. 419.] 

La utilidad operacional constituye un insumo clave para la lectura integral del desempeño institucional, en tanto sirve de base para calcular un indicador que permiten evaluar la capacidad financiera. A partir de este resultado es posible determinar, por ejemplo, la razón de cobertura de intereses, que mide la solvencia para atender obligaciones financieras. En todo caso, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente recomienda valorar otro tipo de indicadores dentro de la capacidad financiera como el capital de trabajo, la razón de efectivo, la denominada prueba ácida[footnoteRef:7], la concentración de endeudamiento a corto y a largo plazo y el patrimonio[footnoteRef:8]. [7:  Mide la liquidez del proponente de manera más estricta que el índice de liquidez, pues no tiene en cuenta su inventario. El inventario es excluido, teniendo en cuenta que es la cuenta menos líquida del activo corriente y no debe ser usada para pagar las obligaciones de corto plazo.]  [8:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, “Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los Procesos de Contratación”.] 

La utilidad operacional también cumple un papel determinante dentro de los indicadores que miden la capacidad organizacional, pues constituye la variable central en dos de sus métricas fundamentales: a) Rentabilidad del patrimonio, calculada a partir de la utilidad operacional dividida por el patrimonio, lo que permite establecer el nivel de excedentes generados con relación a los recursos propios de la entidad; b) Rentabilidad del activo, obtenida de la utilidad operacional dividida por el activo total, indicador que muestra la eficiencia con la que la organización utiliza todos sus recursos para producir resultados operativos.
Para comprender la lógica de la capacidad organizacional, es necesario partir de su definición normativa. Esta se entiende por el Manual como “[…] la aptitud de un proponente para cumplir oportuna y cabalmente el objeto del contrato en función de su organización interna. El artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 definió los indicadores de rentabilidad para medirla, teniendo en cuenta que un oferente está bien organizado cuando es rentable”[footnoteRef:9]. En consecuencia, la capacidad organizacional se evalúa a partir de la eficiencia con la que la entidad transforma sus recursos —patrimonio y activos— en resultados operativos positivos, evidenciando solidez interna, adecuada gestión y sostenibilidad en su operación. En esta línea, el numeral 5.1. del “Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los procesos de contratación”, detalla lo siguiente: [9:  Ibidem. ] 

[image: ]
En dicho Manual, la Agencia expresa que la determinación de cada requisito habilitante debe enmarcarse en el análisis y el concepto de lo que mide el indicador. Si el indicador representa una mayor probabilidad de Riesgo a medida que su valor aumenta, la Entidad Estatal debe fijar un valor máximo para el requisito habilitante. Si el indicador refleja una menor probabilidad de Riesgo a medida que su valor es mayor, la Entidad Estatal debe establecer un mínimo.
De igual modo, las Entidades Estatales pueden establecer indicadores de capacidad organizacional adicionales a los previstos en el numeral 4 del artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015, solo en aquellos casos en que, por las características del objeto a contratar, valor del contrato, la naturaleza, complejidad y Riesgo del Proceso de Contratación se requiera. En este aspecto, destaca como indicadores el margen bruto, margen operacional, el margen neto, retorno sobre el capital invertido, rotación de activos totales, rotación de activos fijos y rotación de inventarios. 
Teniendo en cuenta estas precisiones, se señala que la sustitución de los indicadores de capacidad financiera, así como de la capacidad organizacional previstos en el artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 —particularmente aquellos cuya metodología depende de la utilidad operacional— no es procedente en los procesos sometidos al régimen general de contratación estatal, si se exigió dentro del proceso de contratación. Ello se debe a que las exigencias que se estructuran dentro del Decreto 092 de 2017 fueron diseñados para un régimen especial de contratación con ESAL de reconocida idoneidad y no pueden trasladarse automáticamente al régimen general, que se rige por parámetros distintos y por reglas de selección objetiva aplicables a todos los proponentes. 
ii. Sin embargo, es fundamental precisar que el numerales 3 y 4 del artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto 1082 de 2015 no obliga a que todos los indicadores del RUP deban ser exigidos en cada proceso de selección. Esta disposición regula los aspectos que las cámaras de comercio deben verificar al momento de la inscripción, renovación o actualización del RUP, pero no determina cuáles indicadores deben exigirse como requisitos habilitantes en cada procedimiento contractual. Una cosa es la información que debe certificar el RUP y otra, distinta, los elementos de capacidad financiera y la capacidad organizacional que la entidad contratante decide evaluar en el proceso, según las características del objeto contractual y del mercado relevante. Por tanto, la entidad no está obligada a exigir en el pliego todos los indicadores del RUP, pero si debe a partir del análisis del sector aquellos indicadores son los necesarios para exigirse dentro del proceso de contratación. 
En este sentido, aunque no es viable sustituir los indicadores del Decreto 1082 por lo regulado en el Decreto 092, sí es posible que la entidad contratante seleccione, dentro del marco del régimen general, aquellos indicadores que resulten pertinentes, proporcionales y adecuados para evaluar la capacidad financiera y la capacidad organizacional de los proponentes, evitando exigir aquellos cuya metodología dependa de la utilidad operacional cuando ello no sea relevante para el objeto contractual o cuando genere exclusiones injustificadas, como puede ocurrir con el caso de las ESAL, las cuales se caracterizan por no tener un ánimo de lucro. En este sentido, el elemento característico de estas entidades es la ausencia de lucro, el cual está relacionado con que no haya una distribución o reparto de utilidades a sus miembros. Al respecto, el Consejo de Estado ha precisado:

“El criterio de lucro o las finalidades de lucro no se relacionan, no pueden relacionarse a las utilidades obtenidas, sino a la destinación que se les dé. La estipulación o norma, que elimina los fines de lucro, es la que tiene como consecuencia, la de que los rendimientos o utilidades obtenidas no sean objeto de distribución o reparto entre socios o integrantes de la persona moral que las genera. Este criterio o concepto ha sido tradicionalmente concebido y respetado siempre.[footnoteRef:10]”  [10:  CONSEJO DE ESTADO, Sentencia No. 1444 del 6 de febrero de 1987, M.P. Policarpo Castillo Dávila, citada en Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, Concepto C-210 de 2024. ] 


La ausencia de ánimo de lucro implica que la utilidad operacional en las ESAL no se caracteriza por ser positiva; por el contrario, suele ser nula o incluso negativa. En este contexto, la entidad estatal puede optar por indicadores acordes con la naturaleza jurídica del proponente, tales como el índice de liquidez, el índice de endeudamiento, el capital de trabajo, la razón de efectivo, la concentración del endeudamiento a corto y largo plazo y el patrimonio, evitando supeditar la evaluación exclusivamente a indicadores de la capacidad financiera y capacidad organizacional que dependan de la utilidad operacional como variable.
La alternativa para evitar la exclusión de las ESAL no consiste en establecer criterios diferenciales para estas sin un soporte legal, sino en estructurar adecuadamente los requisitos habilitantes, seleccionando aquellos que permitan evaluar objetivamente la capacidad financiera y la capacidad organizacional de todos los participantes del mercado. La entidad debe justificar la pertinencia de los indicadores escogidos, demostrar su relación con los riesgos del contrato y garantizar que no generen barreras de acceso injustificadas. De esta manera, se armoniza el régimen general de contratación con los principios de igualdad, libre concurrencia, pluralidad de oferentes y selección objetiva, evitando decisiones que no atiendan a criterios de proporcionalidad y razonabilidad.  

iii. Para efectos de fijar los indicadores de capacidad financiera en el proceso de contratación, el Manual para Determinar y Verificar los Requisitos Habilitantes en los Procesos de Contratación establece un marco detallado para estructurar la capacidad financiera de los proponentes, garantizando que estos puedan cumplir con las obligaciones del contrato de manera eficiente y oportuna. El numeral 4.1 del Manual establece la fórmula y la descripción de cada uno de estos indicadores así: 
[image: Tabla]
La entidad también debe establecer valores mínimos o máximos para estos indicadores según el nivel de riesgo que representan. Para tales efectos, el Manual ilustra una tabla que muestra la interpretación de cada uno de los indicadores de capacidad financiera que debe contener el RUP y su relación con la probabilidad de Riesgo: 
[image: ]
En este contexto, la Entidad Estatal debe establecer el límite para los indicadores de capacidad financiera en función de las características del contrato, como su naturaleza, valor, plazo y complejidad y evitar hacerlo de manera mecánica, pues cada proceso de contratación tiene una naturaleza distinta y está asociado a riesgos particulares. Por tanto, la entidad debe establecer un umbral adecuado para el indicador, fijando valores máximos o mínimos aceptables con los operadores "menor o igual (≤)" o "mayor o igual (≥)", según lo que considere apropiado para asegurar que el proponente pueda cumplir con sus obligaciones contractuales sin comprometer su estabilidad financiera. 
El numeral 5.3 del Manual establece las pautas a tener en cuenta por las entidades estatales para fijar los indicadores de capacidad financiera y organizacional y señala la necesidad de determinar reglas específicas para los casos en los que el indicador cuente con valores en cero. Al respecto, señaló lo siguiente: 

Debido a que hay indicadores que resultan de realizar divisiones entre valores, la Entidad Estatal debe establecer explícitamente en los Documentos del Proceso una regla para determinar cómo lo evaluará cuando el denominador es cero, pues en este caso no es posible realizar esta operación matemática. Por ejemplo, en el caso del indicador de cobertura de intereses, puede haber empresas que no presentan obligaciones financieras y, por ende, no incurren en gastos financieros, es decir, el denominador es cero (0) y no sería posible calcular el indicador. En este evento, la regla puede ser que el proponente que no tiene obligaciones financieras resulta habilitado. (Énfasis por fuera de texto).

De esta manera, se evidencia que, en indicadores como la razón de cobertura, es posible obtener resultados incomprensibles cuando el denominador es igual a cero, lo que podría dar lugar a que el resultado sea indeterminado. Así, debido a que la normativa de contratación pública no regula los casos donde el indicador sea indeterminado, la entidad estatal, como responsable de su proceso de contratación, debe definir en los pliegos de condiciones una regla que determine el cumplimiento de los requisitos habilitantes en estos casos. En tal sentido, la entidad debe fijar umbrales razonables y reglas para casos en los que los indicadores sean indeterminados, como cuando el denominador es cero. Esto garantiza que la evaluación no excluya automáticamente a entidades que, por su naturaleza jurídica, no tienen gastos financieros y que no cuentan con una utilidad operacional. Bajo esta lógica, se afirma que la solución consiste en estructurar adecuadamente los requisitos habilitantes garantizando que no generen barreras de acceso injustificadas, armonizando así los principios de igualdad, libre concurrencia y selección objetiva.

iv. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas:

	·  Ley 1150 de 2007: artículos 5 y 6
· Decreto 1082 de 2015: artículos 2.2.1.1.1.6.2., 2.2.1.1.1.5.2 y 2.2.1.1.1.5.3
· Decreto 092 de 2017: artículos 1.°, 2.°, 3.° y 9.°



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se pronunció sobre la acreditación de los indicadores de la capacidad financiera y organizacional, entre otros, en los conceptos No. 4201912000006798 del 24 de octubre de 2019, C-002 del 12 de febrero de 2020, C-089 del 4 de marzo de 2020, C-099 del 06 de abril de 2020, C-166 del 14 de abril de 2020, C-233 del 16 de abril de 2020, C-326 del 9 de junio de 2020, C-140 del 9 de abril de 2021, C-439 del 5 de julio de 2022, C-673 del 19 de octubre de 2022, C-865 del 30 de diciembre de 2024 y C-996 del 29 de enero de 2025, C-116 del 11 de marzo de 2025, C-883 del 8 de julio de 2026, entre otros. Así mismo, se ponen consideraciones especiales con respecto a la utilidad operacional como una variable para determinar indicadores de la capacidad financiera y de la capacidad organizacional. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/conoce-la-relatoria 

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Por último, aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,

[image: Texto

Descripción generada automáticamente]

	Elaboró: 
	José Luis Sánchez Cardona
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Revisó 
	Alejandro R. Sarmiento Cantillo
Gestor T1-15 de la Subdirección de Gestión Contractual 

	Aprobó: 
	Carolina Quintero Gacharná
Subdirectora de Gestión Contractual ANCP – CCE


 


 


Agencia Nacional de Contratación Pública                                              pág. 34              Colombia Compra Eficiente                                                            
Dirección: Carrera 7 # 26 – 20 - Bogotá, Colombia
Mesa de servicio: (+57) 601 7456788
Atención al ciudadano: (+57) 601 7956600                  Código: CCE-REC-FM-17 V: 03 Fecha: 21-10-2025
image2.emf

image3.png
INDICADOR

DESCRIPCI

N

Determina la rentabilidad del patrimonio
del proponente, es decir, la capacidad
de generacion de utilidad operacional

Rentabiidad Uliidad por cada peso invertido en el patrimonio.
ional 3
S?ﬁ?rfo‘:"io o[;:e : clong A mayor rentabilidad sobre el
pa airimonio patrimonio, mayor es la rentabilidad de
los accionistas y mejor la capacidad
oorganizacional del proponente.
Determina la rentabilidad de los activos
del proponente, es decir, la capacidad
de generacion de utilidad operacional
Rentabilidad Utilidad por cada peso invertido en el activo. A
sobre los operacional mayor rentabilidad sobre activos, mayor
activos Activo Tofdl es la rentabilidad del negocio y mejor la

capacidad organizacional del
proponente. Este indicador debe ser
siempre menor o igual que el de
rentabilidad sobre patrimonio.





image4.png
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